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NOTIFICACIÓN POR AVISO ELECTRÓNICO 
 

Ref.      ACCIÓN DE TUTELA –AUTO ADMISORIO  
Rad.              76001-22-03-000-2021-00095-00  
Accionante:  Rubén Darío Barbosa Peña 
Accionado:   Juzgado 8º Civil del Circuito de Cali  

 

La suscrita secretaría con la intención de NOTIFICAR a los vinculados dentro del 
proceso verbal de Entrega de la Cosa por el Tradente al Adquirente Rad. 008-2019-
00222-00 KAREN LOZADA DOMÍNGUEZ Interviniente y HÉCTOR FABIO 
MONTOYA LUGO Apoderado judicial de la interviniente Karen Lozada 
Domínguez dentro del asunto en referencia publica el siguiente 

 
AVISO 

 

Poniendo en conocimiento el contenido de la parte resolutiva de la providencia de 

fecha nueve (09) de abril de 2021 dentro del proceso constitucional de la referencia, 

dispone: “1.- Admitir la acción de tutela instaurada por RUBÉN DARIO BARBOSA 

PEÑA, contra el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI.   2.- Se 

ordena al Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali-Valle la vinculación de las 

partes e intervinientes que hacen parte del asunto objeto de queja 

constitucional (Proceso verbal de entrega de la cosa del tradente al adquirente, 

radicado No. 76001-31-03-008-2019-00222- 00) como sujetos pasivos de la acción.     

3.- Se le concede a la autoridad accionada y a los vinculados el término de un día 

para que ejerzan su derecho de defensa. La contestación se considerará rendida 

bajo juramento y en caso contrario, su silencio, hará que se tengan por ciertos los 

hechos en que se apoya el escrito de tutela. (Artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 

1991).    4.- Se solicita al Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali-Valle, se sirva 

remitir de manera inmediata el expediente digital del Proceso verbal de entrega de 

la cosa del tradente al adquirente con radicado No. 76001-31-03- 008-2019-00222-

00, con destino a esta Sala a fin de practicar inspección judicial a las piezas 

procesales.    5.- Notifíquese por el medio más expedito a las partes y vinculados; 

surtido lo anterior, ingrese inmediatamente a Despacho.   Notifíquese y cúmplase,. 

FDO. MAGISTRADO. CÉSAR EVARISTO LEÓN VERGARA. 
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Nota: Tal publicación se hace en la página web del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Cali  

 

 

Atentamente,       

 
CLAUDIA EUGENIA QUINTANA BENAVIDES  

Secretaria Sala Civil 
 

SILAGOZA 

 



Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL  
SALA CIVIL 
CALI VALLE DEL CAUCA 
E.S.D. 
 
 
Ref:   Proceso No.     ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA  
 
 Accionante:      RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA 
          Accionado:       JUZGADO 8 CIVIL DE CIRCUITO CALI, VALLE. 
 
 
RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA mayor de edad, vecino de Bogotá D.C, 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en nombre 
propio, me permito interponer acción constitucional de tutela a la sentencia de 
primera instancia dentro del PROCESO VERBAL DE ENTREGA DE LA COSA 
POR EL TRADANTE AL ADQUIRENTE propuesto por LUISA FERNANDA 
TAMAYO JARAMILLO contra RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA, de fecha 12 de 
febrero de 2021, por violación fragante a los DERECHOS FUNDAMENTALES AL 
DEBIDO PROCESO, DEFENSA TÉCNICA, ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA Y AMÉN QUE DENTRO DE DICHA ACTUACIÓN SE PRESENTA 
UNA NULIDAD DE CARÁCTER SUSTANCIAL QUE DEBE INVALIDAD A LA 
ACTUACIÓN.  
 
La presente acción constitucional de tutela se fundamenta en los siguientes 
aspectos vulneratorios y trasgresores del debido proceso. 

 
 

I. HECHOS 
 

 
1. Expresa la actuación de instancia y que es objeto de censura cesura 

constitucional que entre los señores LUISA FERNANDA TAMAYO y 
FRANCO RUBÉN DARÍO BARBOSA PEÑA, se celebró el contrato de 
compraventa mediante escritura pública No. 1.810 del 9 de junio de 2017 
de la Notaría 18 de Cali, sobre el bien inmueble ubicado en la Carrera 81 # 
43 - 79, distinguido con matrícula No. 370-315561 de la Oficina de Registro 
Instrumentos Públicos de Cali, cuyos linderos se encuentran descritos en la 
demanda.   

 
2. Que el demandado, señor RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA, no cumplió 

con la entrega del inmueble mencionado anteriormente. 
 
 

3. Afirma que a pesar de haber adquirido el inmueble objeto de la Litis debe 
pagar un arrendamiento por el alquiler de otro bien, valor que asciende a 
$988.855 mensuales a la inmobiliaria y constructora Adis S.A.S. 

 
4. De igual manera se expresa dentro de dicha providencia que se enviaron, 

dentro del trámite procesal, las respectivas comunicaciones para notificar 



personalmente al señor demandado, quien, quedó notificado de la demanda 
el día 12 de agosto de 2020, según lo informado por la secretaría el día 30 
de septiembre de 2020.  
 

5. Este aspecto no corresponde con la realidad procesal, si se tiene en cuenta 
que, no obstante que se dice, que al señor demandado se le enviaron las 
respectivas comunicaciones, al suscrito, en ningún momento se me enviaron 
las citaciones de que trata el art. 291 y 292 del C.G.P y menos aún que se 
haya hecho uso del decreto 806 del 4 de junio de 2020, esto es que las 
mismas hayan sido enviadas con el respectivo traslado de la demanda y sus 
anexos a mi correo electrónico, ya que manifiesto bajo la gravedad del 
juramento que nunca las recibí.  
 

6. Solamente hacia el mes de septiembre de 2020, me enteré por medio de 
una llamada que me hicieron que me encontraba demandado y por lo cual 
procedí a consultar con el profesional del derecho, Dr. URIEL RONDÓN 
SÁNCHEZ, a quién le otorgué poder en debida forma, lo aportó al 
despacho vía correo electrónico y procedió a solicitar que nos notificaran la 
demanda por intermedio de él, nos hicieran llegar los traslados de la misma 
con sus respectivos anexos, lo cual nunca fue posible y lo único que el 
juzgado hizo fue reconocer a mi apoderado como el abogado sin que nos 
tuviesen por notificados en debida forma conforme lo establecen los 
artículos 291, 292 y 293 del C.G.P.  
 

7. Mi apoderado siempre estuvo atento a que lo notificaran y se le enviasen los 
traslados de la demanda en la oportunidad procesal correspondiente y 
nunca fue posible a pesar de los reiterados requerimientos que se hicieron y 
ahora con sorpresa nos venimos a enterar que el día 12 de febrero de 2021 
el Juzgado 8 Civil del circuito profiere sentencia de fondo donde se me 
ordena la entrega del inmueble y con el yerro de carácter sustancial que 
expresa que el suscrito, dentro del término de traslado, no contestó la 
demanda y que guardó silencio. Lo cual es obvio que no se haya contestado 
por cuanto no he sido notificado en legal forma para poder ejercer por 
intermedio de mi apoderado el derecho constitucional de defensa a que me 
asiste y el de acceso a la administración de justicia.  
 

8. Dentro del presente asunto nos encontramos frente a las nulidades de 
carácter sustancial contenidas en el art. 132 al 138 del C.G.P ya que no he 
sido notificado en debida forma y al no estar enterado de la actuación que 
cursaba en mi contra se está violando flagrantemente el numeral 8 del art. 
133 del C.G.P y como consecuencia de lo anterior, el debido proceso 
contenido en el art. 29 constitucional.  
 

9. Acudo a la acción constitucional de tutela, toda vez que como medio 
residual ante un peligro actual e inminente, no obstante que nunca se me 
notificó la existencia del proceso solamente hacia mediados del mes de 
febrero del año que avanza aparecen el Juzgado desanotando en la página 



de la Rama Judicial una sentencia en mi contra sin que la misma haya sido 
notificada para poder, dentro del término legal, ejercer los recursos de ley y 
por lo cual cuando la subieron a la página de la Rama Judicial ya la misma 
había cobrado ejecutoria material informal, por lo cual el único remedio que 
me queda es el de hacer uso de la acción constitucional de tutela.   

 
 

II.) PRETENSIONES 
 
 
Solicito respetuosamente al Señor juez Constitucional de Tutela, previo análisis y 
estudio de la relevancia constitucional y previa demostración de las vulneraciones y 
transgresiones a mis derechos constitucionales, del debido proceso, derecho de 
defensa y contradicción, acceso a la administración de justicia se proceda a: 
 
PRIMERA: Se DECLARE que existió vulneración al debido proceso, derecho de 
defensa y contradicción al no accederse a demostrar que existió un defecto fáctico, 
pues se considera que existió un hecho que no está demostrada su existencia, 
dentro del proceso verbal No. 76001-31-03-008-2019-00222-00 cuál fue el acceso 
a la administración de justicia y a la indebida notificación de las providencias 
judiciales. 
 
SEGUNDA: Que por vía de tutela se REVOQUE la decisión calendada 12 de 
febrero de 2021 y en su lugar se deje sin valor y efecto tanto la decisión de 
primera instancia por parte del Juzgado 8 Civil de Circuito de Santiago de Cali.  
 
 

III.) PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA 
 

 
La acción de tutela es procedente en el presente caso, toda vez, que no estoy 
obrando en forma temeraria y de mala fe, por el contrario lo que pretendo con 
esta acción constitucional de amparo, es el resguardo y protección de los derechos 
fundamentales al debido proceso, al derecho de defensa y contradicción, para que 
no se me vulneren los derechos fundamentales y constitucionales, es así, que se 
puede establecer que se está ante el requisito de procedibilidad de la acción de 
tutela, como lo ha establecido la Corte Constitucional, veámoslo: 
 

“a. La cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; 
 
b. Se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 
evitar la consumación de un perjuicio ius fundamental irremediable; 
 
c. La parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal transgresión en el proceso judicial siempre que esto hubiere 
sido posible; 
 
d. No se trate de sentencias de tutela y 
 



e. Se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere 
interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 
originó la vulneración. 

  
Como se advierte, y como lo evidencio en la misma acción de tutela, cumplo con 
todos y cada uno de ellos, no he dejado vencer el término de plazo razonable y 
proporcionado, es el asunto de relevancia constitucional está en debate los 
derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción, he agotado 
todos y cada uno de los recursos ordinarios, he señalado las providencias que 
considero vulnera los derechos solicitados en resguardo y protección y no se trata 
de tutela contra sentencia, ahora bien, y como causales específicas de 
procedibilidad:[4] 
  

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 
profirió la providencia impugnada carece, absolutamente, de competencia 
para ello. 
 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido. 
 
c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo 
probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que 
se sustenta la decisión. 
 
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 
base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una 
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
 
e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de 
un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta derechos fundamentales. 
 
f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 
legitimidad de su órbita funcional. 
 
g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 
cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 
dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 
del derecho fundamental vulnerado. 
 
h.  Violación directa de la Constitución.” (Cursiva, negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

 
Aquí advierto, que la decisión del Juzgado 8 Civil del Circuito de Cali dentro del 
proceso verbal de entrega del tradente al adquirente promovido por la señora 
LUISA FERNANDA TAMAYO FRANCO vs RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA con 
radicación No.76001-31-03-008-2019-00222-00  incurrieron en vía de hecho por 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-208-14.htm#_ftn4


defecto fáctico, al considerar que el suscrito por intermedio de mi apoderado, 
dentro del término de traslado de la demanda guardó silencio, aspecto este que no 
corresponde con la realidad procesal y fáctica, ya que nunca fui notificado por 
ninguno de los medios y ritualidades contenidas en el C.G.P y menos aún en el 
decreto 806 del 4 de junio de 2020 expedido por el gobierno nacional con ocasión 
de la pandemia.   
 
   
Encontrándose así que tanto los requisitos de procedibilidad general y específicas 
se dan en forma precisa y detallada, para el caso particular, en defensa de los 
derechos fundamentales y garantías constitucionales al debido proceso, al derecho 
de defensa y acceso a la administración de justicia, y por Defecto factico que 
surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. Y es que no 
tiene sustento probatorio para despreciar y negar, así como afirmar que el suscrito 
dentro del término legal para contestar la demanda guardó silencio, ya que nunca 
fui enterado.  
 

IV.) NORMAS JURÍDICAMENTE VULNERADAS 
 
 

Considero que se me han vulnerado los siguientes derechos fundamentales y de 
orden constitucional, veámoslo: 
 
Fundamento Jurídico Sustancial de la Acción de Tutela;   

a.) Artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que expresa: “El debido 
proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 
con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En 
materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se 
presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de 
un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y 
el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a 
no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno 
derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”  
(Cursiva fuera de texto) 

Fundamento Jurídico Procesal de la Acción Constitucional de Tutela; 

a.) Artículo 86 Constitución Política de Colombia que expresa: “Toda persona 
tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y 
sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 
inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección 



consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 
tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato 
cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, 
éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta 
acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En 
ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud 
de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la 
acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el 
solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.” 
(Cursiva, negrilla y subrayado fuera de texto) 
 

b.) Artículo 1 del Decreto 2025 de 1991 que establece lo siguiente: “Toda 
persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares en los casos que señale este Decreto. Todos los días y horas 
son hábiles para interponer la acción de tutela. La acción de tutela 
procederá aún bajo los estados de excepción. Cuando la medida excepcional 
se refiere a derechos, la tutela se podrá ejercer por lo menos para defender 
su contenido esencial, sin perjuicio de las limitaciones que la Constitución 
autorice y de lo que establezca la correspondiente ley estatutaria de los 
estados de excepción.” (Cursiva y subrayado fuera de texto) 

 
c.) Artículo 5 del Decreto 2591 de 1991 que establece lo siguiente: “La acción 

de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades 
públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de 
los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley. También procede 
contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo 
establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la 
tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o 
del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito.” 
(Cursiva, negrilla y subrayado fuera de texto) 

 
d.) Artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 que establece lo siguiente: “Medidas 

provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la 
solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente 
para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo 
amenace o vulnere. Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá 
disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios 
ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo 
que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el 
efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. La suspensión de la 
aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere 
hecho la solicitud por el medio más expedito posible. El juez también podrá, 
de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 



seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan 
otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 
conformidad con las circunstancias del caso. El juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en 
cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas 
cautelares que hubiere dictado.” (Cursiva fuera de texto) 
 

e.) Artículo 8 del decreto 2591 de 1991 que establece lo siguiente: “La tutela 
como mecanismo transitorio. Aun cuando el afectado disponga de otro 
medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En el 
caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que 
su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad 
judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada 
por el afectado. En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción en un 
término máximo de cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela. Si no se 
instaura, cesarán los efectos de éste. Cuando se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un daño irreparable, la acción de tutela también 
podrá ejercerse conjuntamente con la acción de nulidad y de las demás 
precedentes ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En estos 
casos, el juez si lo estima procedente podrá ordenar que no se aplique el 
acto particular respecto de la situación jurídica concreta cuya protección se 
solicita, mientras dure el proceso.” (Cursiva fuera de texto) 
 

f.) Artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 que establece lo siguiente: “Personas 
contra quien se dirige la acción e intervinientes. La acción se dirigirá contra 
la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó 
o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en 
cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con 
su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, 
sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la 
autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior. Quien 
tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él 
como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra 
quien se hubiere hecho la solicitud.” (Cursiva fuera de texto) 
 

g.) Artículo 40 Parágrafo 1º. Del Decreto 2591 de 1991 que establece lo 
siguiente: “La acción de tutela contra tales providencias judiciales 
sólo procederá cuando la lesión del derecho sea consecuencia 
directa de éstas por deducirse de manera manifiesta y directa de 
su parte resolutiva, se hubieren agotado todos los recursos en la 
vía judicial y no exista otro mecanismo idóneo para reclamar la 
protección del derecho vulnerado o amenazado. Cuando el derecho 
invocado sea el debido proceso, la tutela deberá interponerse 
conjuntamente con el recurso procedente. Quien hubiere 
interpuesto un recurso, o disponga de medios de defensa judicial, 
podrá solicitar también la tutela si ésta es utilizada como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
También podrá hacerlo quien, en el caso concreto, careciere de 
otro mecanismo de defensa judicial, siempre y cuando la acción 
sea interpuesta dentro de los 60 días siguientes a la firmeza de la 



providencia que hubiere puesto fin al proceso. La tutela no 
procederá por errónea interpretación judicial de la ley ni para 
controvertir pruebas.” (Cursiva fuera de texto) 
 
 
 

V.) CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN  
 

 
Entendiendo que el debido proceso, se define como derecho fundamental, “Posee 
una estructura compleja, en tanto se compone por un plexo de garantías que 
deben ser observadas en todo procedimiento administrativo o judicial, escenarios 
en los que operan como mecanismo de protección a la autonomía y libertad del 
ciudadano y límites al ejercicio del poder público. Por ese motivo, el debido 
proceso es también un principio inherente al Estado de Derecho, cuyas 
características esenciales son el ejercicio de funciones bajo parámetros normativos 
previamente establecidos y la erradicación de la arbitrariedad. Así lo ha explicado 
la Corte: 
  

“(…) el derecho al debido proceso se muestra como desarrollo del 
principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder 
público, y en particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En 
virtud del citado derecho, las autoridades estatales no podrán actuar 
en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido 
democráticamente, respetando las formas propias de cada juicio y 
asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las 
personas el ejercicio pleno de sus derechos".[9] 

  
En ese contexto, la jurisprudencia constitucional ha definido el debido proceso 
como el conjunto de etapas, exigencias o condiciones establecidas por la ley, que 
deben concatenarse al adelantar todo proceso judicial o administrativo.[10] Entre 
estas se cuentan el principio de legalidad, el derecho al acceso a la 
jurisdicción y a la tutela judicial efectiva de los derechos humanos, el 
principio del juez natural, la garantía de los derechos de defensa y 
contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a 
ser escuchada y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas 
en esos procedimientos.[11]” (Cursiva, negrilla y subrayado fuera de texto), 
con lo que se advierte que una expresión del debido proceso, es el derecho de 
defensa y del acceso de justicia, siendo el debido proceso el principalísimo derecho 
de orden constitucional y legal. 
 
 

VI.) JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he impetrado acción de tutela 
por los mismos hechos y contra la misma entidad. 
 
 

VII.) PRUEBAS 
 

http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-034-14.htm#_ftn9
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-034-14.htm#_ftn10
http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2014/C-034-14.htm#_ftn11


Allego con la presente tutela las siguientes pruebas documentales para que obren 
dentro de la misma: 
 

a.) Sentencia de primera instancia proferida el día veintiocho (12) de febrero de 
2021, por El Juzgado Civil del Circuito de Santiago de Cali, dentro de la 
radicación No. 76001-31-03-008-2019-00222-00 en 6 folios, por ambas 
caras.  
 
 

 
VIII.) NOTIFICACIONES. 

 
Recibiré notificaciones, en la Calle 130 bis # 57ª – 49 casa 12 apto 202 de Bogotá 
D.C. Correo electrónico: rubenbarp@gmail.com 
 
 
 

IX.) LOS ACCIONADOS 
 
 
Tribunal superior distrito judicial, Cra. 10 # 12 – 15 piso 12 Cali, Valle del cauca. 
Correo electrónico: j08cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
 
 
 
 
Sin otro particular; 
 
 
 
 
 
RUBEN DARÍO BARBOSA PEÑA 
C.C. No. 79.409.051 de Bogotá D.C  
Mail: rubenbarp@gmail.com 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA DE DECISIÓN UNITARIA 
 

Santiago de Cali, nueve de abril de dos mil veintiuno 
Rad: 000-2021-00095-00 
Magistrado Ponente: César Evaristo León Vergara 
 
En atención a la solicitud que antecede, esta Sala dispone: 
 
1.- Admitir la acción de tutela instaurada por RUBÉN DARIO BARBOSA PEÑA, 
contra el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI. 
 
2.- Se ordena al Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali-Valle la 
vinculación de las partes e intervinientes que hacen parte del 
asunto objeto de queja constitucional (Proceso verbal de entrega de la 
cosa del tradente al adquirente, radicado No. 76001-31-03-008-2019-00222-
00) como sujetos pasivos de la acción. 
 
3.- Se le concede a la autoridad accionada y a los vinculados el término de 
un día para que ejerzan su derecho de defensa. La contestación se 
considerará rendida bajo juramento y en caso contrario, su silencio, hará que 
se tengan por ciertos los hechos en que se apoya el escrito de tutela. 
(Artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991). 
 
4.- Se solicita al Juzgado Octavo Civil Del Circuito de Cali-Valle, se sirva 
remitir de manera inmediata el expediente digital del Proceso verbal de 
entrega de la cosa del tradente al adquirente con radicado No. 76001-31-03-
008-2019-00222-00, con destino a esta Sala a fin de practicar inspección 
judicial a las piezas procesales. 
 
5.- Notifíquese por el medio más expedito a las partes y vinculados; surtido 
lo anterior, ingrese inmediatamente a Despacho. 
 
Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

CÉSAR EVARISTO LEÓN VERGARA 
MAGISTRADO 

 

 


